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En este número

“Alan Greenspan, presidente de la Reserva Federal de EE.UU. (Fed), advirtió que una ola de creciente proteccionismo podría perjudicar la capacidad del país para sostener su enorme déficit de cuenta corriente. Agregó que las iniciativas proteccionistas podrían debilitar la tendencia hacia la globalización. Esta tendencia ha permitido que EE.UU. ostente un déficit récord de cuenta corriente, que en la actualidad asciende a cerca de U$S 1.500 millones diarios, un 5% del PBI del país” (WSJ 21/11). Finalmente, los llamados del funcionario más influyente del planeta parecen haber encontrado interlocutores predispuestos a llegar a un principio de acuerdo. Dicha predisposición manifiesta el equilibrio entre el grado de necesidad de impulsar las reformas que precisa el capital para valorizarse con mayor rapidez e intensidad y las circunstancias en que se halla el vehículo de su instrumentación, la política en sentido amplio. 

De esta forma, el marco global del desarrollo del capitalismo, es decir, la forma y composición de la apropiación del valor socialmente producido (condición necesaria) empujó a los órganos decisorios de la esfera de las relaciones políticas (condición suficiente) a pronunciarse abiertamente en favor de la eliminación de cualquier mecanismo que estorbe la circulación del capital. Y ello involucra no sólo el movimiento de las mercancías (forma final de la producción) sino también a todos los movimientos del capital. Éste es un dato importante, pues cada avance en este sentido implica por sí mismo la reducción de la esfera de soberanía de los estados. Eso lo vemos en los llamados “temas de Singapur” o, más concretamente, en el recurso judicial de las privatizadas argentinas ante el Centro Internacional para el Acuerdo de Disputas de Inversiones (CIADI) dependiente del Banco Mundial.

Se trata, en definitiva, de dar al capital el marco que necesita para actuar, que es esencialmente mundial, frente a un mundo que se presenta aún fragmentado en estados nacionales. La superación de esta fragmentación se impone cada vez más como necesidad imperiosa ante el desarrollo alcanzado. 

Así es que en Ginebra, en el marco de la OMC, se acordó una declaración que evitó el fracaso de la Ronda de Doha, claro que sin garantizar ni de cerca su éxito final. Es que al capital el mundo le aparece –además de fragmentado– cada vez más chico, y cuando no queda lugar alguien tiene que salir. El tema es que ese alguien puede oponer resistencia y es entonces cuando entran en juego la negociación –para ver en qué términos puede aceptarse la absorción por parte de otro– o bien la eliminación lisa y llana. 

Además –como venimos viendo hace rato–, esto no se da sólo en el nivel global, sino también en el regional. Aunque se reduzca la escala de la disputa, en el fondo, las tensiones son las mismas. Qué mejor ejemplo de eso que el MERCOSUR, con los respectivos gobiernos intentando darle aire político al ahogo que significan las constantes disputas por cuotas de mercado entre industriales. Incluso a nivel nacional tenemos a agrarios llamando hobby a la industria textil. 

Con este agitado mar de fondo, navega un poder político que debe mirar hacia las necesidades de la gran masa de la población, sino para satisfacerlas al menos para atender a que la situación no se haga intolerable al grado de afectar la gobernabilidad. Esa gobernabilidad es la que ha mostrado su mayor debilidad en los “casos extremos” de la región andina sudamericana. Su fortalecimiento es, pues, el desafío para los gobiernos que han despertado alguna expectativa de mejora en cuanto a la desocupación, la pobreza y la exclusión social.. 
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Situación Mundial

En el marco de la OMC se alcanzó un acuerdo que salvó del fracaso a la ronda de Doha al precio de una alta generalidad del acuerdo, prácticamente una declaración de principios sacrosanta. Ello, es resultado de la imposibilidad de descender al grado de las relaciones económicas que conforman su esencia (internacionalismo) por fuera del marco político de su forma (estados nacionales y supra-nacionales). El proceso en que se materializó, que desarrollaremos en Situación Política, es la expresión del avance acelerado de dicha contradicción entre esencia y forma. Esta última debe neutralizar en su seno las fracturas que tornarían obsoleto su propio accionar, ante la profundización del desarrollo de la esencia mundial. La autonomía variable del sector político al interior de cada uno de los firmantes del acuerdo se niega y reafirma con cada impulso: muchos de ellos deben promover su propia desaparición o su transformación en un agente cualitativamente diferente de la reasignación del valor producido socialmente. (Un claro ejemplo se desarrolló en el Análisis de diciembre de 2003, donde se aborda la relación de la administración Bush con los laboratorios). La agenda de temas de la Ronda de Doha es un fiel reflejo de esa tendencia esencial a la internacionalización creciente del capital: el rol de los grandes jugadores en cada fase, aspecto y momento del proceso de acumulación capitalista (que son los que marcan la tendencia) se torna cada vez más crucial y determinante, subordinando las necesidades de los capitales que aún con alcance global, sean menos concentrados. 

Este desarrollo simultáneo, desigual y combinado, encuentra a las fases de creación y realización del valor producido socialmente en distintos momentos, resultado de las vicisitudes del desarrollo histórico. Profundamente segmentada y fraccionada la primera de ellas (creación), un claro predominio en la segunda constituye la clave del predominio político e ideológico de EE.UU. en el campo de la burguesía. Al ser el consumidor mundial por excelencia, el dólar se transforma en el vehículo cada vez más “inflado” del desarrollo del capitalismo. (El vínculo necesario con este carácter de “consumidor”, la financiación del déficit norteamericano, fue abordado en los Análisis de enero y febrero de 2004). En este punto los citados temores de Greenspan funcionan como una orgánica advertencia destinada a aliviar presiones sobre la moneda mundial, que de profundizarse podrían hacer trizas el movimiento de la economía. Así, teniendo en cuenta que “los efectos prácticos del acuerdo no quedan todavía claros”, pues “no se hizo ningún intento en Ginebra de incluir cifras detalladas. Las negociaciones sobre esos detalles comenzarán probablemente después de septiembre y se prolongarán hasta la próxima gran reunión, programada para diciembre de 2005 en Hong Kong” (WSJ 2/8), resulta evidente que la visualización de los efectos quedaron subrepticiamente ocultos detrás de altisonantes declaraciones de intenciones. 

No obstante ello, teniendo en cuenta las tremendas pujas al interior de la burguesía, quizás resulte todo un triunfo.

Pelea por las ganancias

Liberalización del comercio: imperiosa necesidad de liberar de sus cadenas a la circulación del capital constante

El capital, al ser una relación social y, por ende, una forma de propiedad, se materializa en los distintos factores (tierra, trabajo y capital) de una manera determinada y en permanente transformación. La liberalización del comercio es el rótulo alrededor del cuál se incluyen los distintos procedimientos para eliminar parcial o totalmente los elementos accesorios (denominados, en sentido amplio, no productivos) del proceso de acumulación. La mercancía, manifestación corpórea de la relación, se desarrolla mediante el movimiento contradictorio de dos nexos de distinto signo. 

El primer nexo alcanza a los factores tierra y capital (material e intelectual), se desenvuelve al interior de una clase (intraclase) y sus manifestaciones en los distintos planos (mundial, regional, nacional, local, por sector, rama, subrama y unidad productiva, todos ellos unidos y combinados)
 alcanzan en su devenir una fase de relaciones políticas o, en caso de imposibilidad de subordinación de alguna de las partes, de relaciones militares. La cuestión de los subsidios agrícolas en el pre-acuerdo alcanzado en Ginebra el 31 de julio pasado, en el primer plano, y la situación en Medio Oriente, en el segundo, son la expresión más relevante de la coyuntura. 

En el segundo nexo, de carácter interclase, se desarrolla entre las dos clases fundamentales, burguesía y proletariado. La derrota política e ideológica de la clase obrera, que se traduce en la imposibilidad creciente de influir sobre las condiciones de vida propias y de la sociedad toda, se profundiza al reforzar la relación interclase, aunque ésta inevitablemente es cada vez más cuestionada consuetudinariamente. La construcción ideológica de un corolario artificial que se agrega a la centralidad del trabajo en la vida diaria, real y evidente –esto es, la universalización y eternización de la forma actual de las relaciones de producción, negando su determinación histórica– muestra su brutal vigencia. La deslocalización de los procesos productivos es una clara manifestación de esa derrota, al lograr ocultar su verdadera naturaleza detrás de un pretendido neutralismo. 

Esa depuración de elementos no necesarios, especie de lastre, es en rigor la permanente puesta a punto de la asignación de plusvalor apropiado por la burguesía. El desarrollo permanente de las distintas ramas (aparición, crecimiento, maduración y, posible aunque no necesariamente, desaparición) es el parámetro que establecerá el sentido y la dirección del proceso de concentración y centralización del capital. Las condiciones de desarrollo de cada una de ellas determinarán las formas concretas en que el conflicto interburgués transcurrirá. Requerirán diferentes proporciones de producción de ideología, mecanismos represivos, cultura recreativa, presupuesto militar, etc. Lógicamente, este proceso profundizará la tendencia intrínseca del capitalismo a establecer facciones, con su reflejo en el personal político e ideológico. 

Repasando la agenda principal de la Ronda de Doha, esto es, los puntos de desacuerdo, podemos visualizar el reflejo de las distintas prioridades:

· Propiedad intelectual: el reforzamiento de los derechos sobre la propiedad intelectual alcanza a toda la burguesía en términos abstractos. La estandarización de los principios que rigen este punto es, en concreto, un mecanismo emergente de la tendencia a la concentración de capitales. El monopolio de la tecnología se refuerza constantemente y prescinde con mayor facilidad de dispositivos políticos, pues la dinámica de la economía obliga permanentemente a la adopción de técnicas que reduzcan el tiempo de trabajo socialmente necesario. 

· Inversiones: “Reconociendo los argumentos en favor de un marco multilateral destinado a asegurar condiciones transparentes, estables y previsibles para las inversiones transfronterizas a largo plazo, en particular las inversiones extranjeras directas, que contribuirán a la expansión del comercio”, reza la declaración de la 4° reunión ministerial de la OMC, en noviembre de 2001, en Doha, Qatar. Teniendo en cuenta el peso de cada sector y región en las inversiones directas mundiales, es indudable quiénes son los que impulsan las reformas. Según cifras de 2001, la UE y EE.UU. dan cuenta del 80% del total de las inversiones. Del resto, Japón se anota con un 5% y Hong Kong con otro tanto. Si bien estas medidas también son una necesidad de toda la burguesía, se realizan en condiciones históricamente determinadas. La reproducción global presupone la concentración, por lo que, en definitiva, constituyen correas de transmisión para ese proceso debido al alto grado de transnacionalización de la economía. 

· Servicios: el desarrollo de las comunicaciones, de la energía y de los transportes provocó un descenso pronunciado de la importancia de la territorialidad en la prestación de servicios complementarios a las esferas de la producción y la circulación. Este proceso desembocó naturalmente en la internacionalización del intercambio de servicios. La novedad hizo eclosión en un momento del desarrollo de la especialización productiva que los transformó en un poderoso catalizador del proceso
. 

· Comercio agrícola: su importancia política contrasta claramente con su relativamente escasa significación económica. Teniendo en cuenta las cifras del cuadro 1 , concesiones generales a los principales jugadores del sector parecen ser más que suficientes para arrastrar a todos los demás.
· Comercio de manufacturas: “lo que más interesa a los países desarrollados es desmantelar las barreras impuestas a sus bienes manufacturados y a sus servicios. Los aranceles promedio mundiales sobre los productos industriales alcanzan el 40%, 10 veces el nivel de EE.UU.” (WSJ 2/8). Las condiciones estrictamente económicas para resolver esta cuestión ya están presentes: cualquier fracción, rama y sector precisa un suministro fluido y permanente de bienes de capital (en general la maquinaria utilizada por otras industrias). La “industria de industrias” vislumbra quizás un momento propicio para darle un “empujón político” a esa tendencia objetiva.
· Transparencia gubernamental: en la misma declaración de Doha leemos al respecto que “las negociaciones se limitarán a los aspectos relativos a la transparencia y por consiguiente no restringirán las posibilidades de los países de dar preferencias a los suministros y proveedores nacionales”. Lo que revela que aún la forma nacional del capitalismo continúa siendo un mecanismo necesario para que la reproducción del capital esté asegurada.
Como vemos, todos los ítems de la agenda se refieren al capital constante. Bien en su forma potencial (servicios, agro y manufacturas), es decir, con el embrión de la apropiación de valor que busca un consumidor que permita su realización; o bien en su forma materializada (propiedad intelectual, transparencia gubernamental e inversiones). 

Su carácter intraclase (interburgués) determina las formas específicas de conflicto. Política de acuerdos, alianzas con distintos grados de subordinación al interés que la cimienta por parte de las fracciones, o el liso y llano sometimiento, por eliminación o absorción. Todas estas formas se combinan en la búsqueda por parte de cada fracción del capital, de neutralizar o usufructuar el efecto de la ley de tendencia decreciente de la tasa de ganancia, es decir, la concentración y centralización de capitales. El acuerdo alcanzado en Ginebra es el asalto a los últimos resabios de una etapa anterior del proceso de acumulación: la sanción del comportamiento darwinista del mercado. En definitiva, se trata de la aceptación y el estímulo de la más profunda división internacional del trabajo en función de las necesidades de las ramas más dinámicas e importantes en el sistema productivo.

Rastreando el origen de las cuestiones que fueron objeto de negociación, debemos retrotraernos principalmente a 1996, cuando se celebró en Singapur una cumbre ministerial que destacó la necesidad de impulsar negociaciones mundiales sobre básicamente cuatro puntos: 

· Inversiones: igual trato a los inversores domésticos y a los extranjeros.

· Competencia: eliminación de cárteles y prácticas restrictivas.

· Transparencia gubernamental: mayor transparencia en los contratos públicos.

· Facilitación del Comercio: simplificación de los procesos de aduanas y de licencias para la importación. 

Estos temas pasaron a denominarse, en la jerga comercial, “Temas de Singapur”. La caída del bloque soviético, potencial opción de resolución política a los problemas, significó para los países occidentales una luz verde para barrer con ciertas prerrogativas y concesiones al proletariado que suavizaban el conflicto al interior de la burguesía por la apropiación del valor. De esta forma, por estar sometida a otras leyes –emergentes de la lucha de clases– la vinculación con el capital variable (fuerza de trabajo) no aparece en las negociaciones. Y ello es simplemente porque al respecto la burguesía muestra unidad en las motivaciones de la acción, aunque no necesariamente en la instrumentación misma, pues frecuentemente la alianza con fracciones de otras clases es utilizada como herramienta de enfrentamiento al interior de la burguesía. 

Situación Política

Liberalización de subsidios agrícolas: cemento de una frágil alianza 

Ante el fracaso de las conversaciones de Cancún en septiembre del año pasado, “Clayton Yeutter, ex representante de Comercio y secretario de agricultura de EE.UU., proyecta un discreto esfuerzo de parte de EE.UU. y la UE para crear un grupo de cerca de 18 países industrializados, para que lleven a cabo una serie de reuniones durante el próximo año o dos, con el objetivo de buscar un consenso sobre temas específicos, en lugar de un gran acuerdo comercial” (WSJ 16/9/2003). Ejemplificando perfectamente un caso de profecía autocumplida, de los 148 países miembros de la Organización Mundial de Comercio (OMC), aproximadamente 30 fueron los gestores del acuerdo, en una curiosa fórmula. Los órganos decisorios tradicionales se transformaron deliberadamente en función de alcanzar un acuerdo que pudiese ser presentado como expresión de las voluntades de todos sus miembros, aunque ello significase que sólo unos pocos se constituyeran en voceros válidos. Ese reducido grupo se conformó con países que, de alguna manera, “cortan el bacalao” o son importantes por una cuestión particular, sea por su importancia en alguna rama (como Australia o China en el tema agrícola), por su política de alianzas (como Chile por su relación con Asia vía Pacífico y por tener un TLC con EE.UU.) o por ser el vocero de un bloque mayor (Brasil en nombre del MERCOSUR). 


Cuadro 1 – Comercio por sector 

(Fuentes: Le Monde Diplomatique y Wall Street Journal)
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La concreción del acuerdo fue vista unánimemente como un gran paso por los ministros de relaciones exteriores participantes, encontrando eco en los medios. Fundamentalmente, destacaron como vital el acuerdo por la eliminación de los subsidios agrícolas
. A pesar de que, de todo el comercio mundial, un escaso porcentaje corresponde a productos agropecuarios (ver cuadro 1), es evidente que detrás de la cuestión existen motivaciones más poderosas, lo suficiente como para buscar un compromiso de la forma que sea: “Las conversaciones que se han sostenido se han enfocado en la agricultura a expensas de otros temas (...) y parece que los asuntos más importante a ese respecto tampoco tendrán solución” (WSJ 27/7). De esta manera, los países desarrollados encuentran la vía para sortear una férrea oposición política, nutrida por los cuestionamientos al modelo neoliberal surgidos de las sucesivas crisis acaecidas desde los ’90 en distintos países. La política de concesiones revela el nuevo equilibrio entre electorados sensibles y necesidad de apertura, claramente a favor de ésta última, lo que supone una mayor aceleración de las tendencias a la concentración que emergen de saltos en la productividad por relocalización productiva y permanentes innovaciones en tecnología. 

Entonces, el mundo parece encaminarse hacia una nueva fase de la división internacional del trabajo, en la cual se profundizará la hiperespecialización productiva. La forma que tomó el acuerdo es la cristalización de ese proceso tanto por su generalidad como por el ámbito de su decisión. Es necesario destacar, por último, la pervivencia de cláusulas de excepción, “los llamados productos sensibles, es decir, las cosechas que algunas naciones protegen con aranceles altos” (WSJ 27/7). Estos mecanismos son la incontrastable expresión del dominio político en cada estado, nación o bloque de cada una de las ramas llamadas a imponerse mundialmente en la nueva división del trabajo y la consecuente política de alianzas que tejen para perpetuar su predominio.

“África es importante para el futuro de EE.UU.” (TE 21/2). En la voz de Robert Zoellick, la frase suena a exhortación maquiavélica para generar las condiciones de la aprobación del acuerdo y, al mismo tiempo, manifiesta al mundo una incontrastable realidad, expresada en el hecho de que el futuro de los africanos no forma ni siquiera parte del predicado. 

Así, la aceptación final del compromiso, que involucra a todos los miembros de la OMC, ya que el procedimiento de aprobación de dicho organismo es por consenso (todos deben acordar), enfrenta numerosos desafíos por delante. 

A pesar de todo, los países más desarrollados, agrupados principalmente en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), consiguieron revivir la Ronda de Doha y, de alguna manera, dar algún marco a las múltiples conversaciones sobre liberalización comercial en curso, las cuales surgieron empujadas por la perentoria necesidad del capital de reproducirse a tasas aceptables, desbordando los marcos generales de la OMC.

Seguridad

La conquista, última opción para fracciones irreductibles 

La forma superior del conflicto entre las distintas fracciones de la burguesía, el uso de la fuerza o la amenaza de recurrir a ella, es un recurso de última instancia ante la imposibilidad de resolución política. La situación en Medio Oriente es un claro ejemplo de las alternativas que quedan para fracciones de la burguesía que no pueden ser incorporadas a una alianza entre fracciones, con los distintos grados de subordinación concomitantes. La región encuentra a cada país situado en prácticamente todo el arco de posibilidades desde una estrecha alianza hasta una feroz conquista y eliminación física. Con Israel e Irak en cada uno de los extremos del rango, el desarrollo del conflicto se desarrolla principalmente por el carácter de la fracción mundial que lidera el proceso de acumulación en la región. El carácter estratégico del recurso energético, desarrollado en los dos Análisis… anteriores, es el motivo principal del alcance de la apuesta para controlar la región. La forma en que se desarrolla el conflicto se corresponde en términos estructurales a la conformación de la burguesía de la región como clase, es decir, la forma que cobra la propiedad de las inversiones de la región. Teniendo en cuenta que las inversiones principales están en manos de los distintos estados o de empresas con un alto porcentaje de participación nativa, es evidente que el desarrollo histórico de la incorporación de la región al capitalismo fue un factor de peso en la imposibilidad de dominar la región. La numerosa población sobrante para el capital, resultante de la división internacional del trabajo y de las especificidades de la principal rama en la creación de valor de la región, se tradujo en un abierto predominio de la población no productiva y en un estado basado principalmente en redes clientelísticas y patronazgo estatal. 

Conflicto Social

El incremento de la población sobrante para el capital torna irresistible la ofensiva del capital contra la jornada de 35 horas 

Uno de los lemas de la I Internacional de 1864 era el de “ocho horas para el trabajo, ocho para la instrucción y ocho para el descanso”; esta consigna sería, en los años siguientes, la reivindicación práctica inmediata que operaría como aglutinante de las organizaciones políticas del movimiento obrero europeo, más allá de divergencias ideológicas. El límite al tiempo de trabajo legalmente exigible (en ese momento se luchaba por la jornada de 48 horas semanales), procuraba introducir un marco regulatorio de la explotación que recortaba, al menos en parte, la intensidad del vínculo que determinaba como atributo del capital a la fuerza de trabajo. Más de un siglo después, el movimiento obrero europeo ha logrado reducir sustancialmente la jornada de trabajo (véase cuadro 2).

En los últimos meses, sin embargo, las presiones empresariales para que se alargue la jornada han cobrado impulso, especialmente en las principales economías del continente, Francia y Alemania. Es en este último país donde parece haberse desatado una ofensiva concertada del capital contra la jornada de 35 horas. El fracaso de la huelga del gigante metalúrgico IGMetall para la reducción de la jornada de 38 horas en el Este
 (vease Análisis… de Julio de 2003) y el éxito conseguido en junio último por Siemens, en aumentar la jornada de 35 a 40 horas sin aumento de remuneración en dos de sus fábricas de aparatos celulares (que amenazó trasladar a Hungría), parece haber dado la señal de que “[…] en el clima económico actual, los patrones parecen estar ganado.” (TE 15-7).

· Daimler-Chrysler (Mercedes Benz), para su fábrica de Sindelfingen (Stuttgart), logró imponer, a pesar de la movilización de decenas de miles de trabajadores en varias ciudades alemanas, la prolongación de la jornada (que llega hasta 40 horas, según la sección) por el mismo sueldo, la eliminación de los descansos de cinco minutos cada hora y la anulación de aumentos ya pactados del 3% a partir de 2006. El acuerdo representa un ahorro de 500 millones de euros anuales (el sindicato había ofrecido inicialmente concesiones que representaban un ahorro de 180 millones). A cambio se garantizó hasta 2012 el mantenimiento de 6.000 puestos de trabajo: la amenaza de la empresa había sido la de trasladar la producción de su modelo C-Class a Sudáfrica o a Bremen (en el norte de Alemania, donde los obreros gozan de dos semanas menos de vacaciones anuales). 

· Thomas Cook, empresa de turismo propiedad de Lufthansa y del grupo de distribución Karstadt-Quelle, logró imponer un aumento de la jornada de 38,5 a 40 horas anuales, sin retribución proporcional de salarios y con postergación por 18 meses de todo aumento salarial.

· Los trabajadores de la fábrica francesa de Bosch, fabricante alemán de sistemas Diesel, votaron en un 70% la aceptación de un plan de recorte de gastos (de 5 millones de euros) presentado por la empresa, luego de que ésta amenazara con trasladar la planta a República Checa. El plan incluye el aumento sin retribución de la jornada y el recorte de salario y sobresueldos. El ahorro equivale a los costos estimados de la deslocalización; la empresa se ahorra así también el costo del “plan social” que estipula la ley francesa en caso de despidos masivos.

· Son varias las empresas alemanas de envergadura que han anticipado propuestas similares: entre ellas están Bayer, Linde, MAN (en Austria), DBB (ferrocarriles), y, especialmente, Volkswagen, que en marzo ya anunció que se propone recortar un 30% de sus gastos en personal, a fin de enfrentar una caída del 48% en sus ganancias operativas. Volkswagen ya viene experimentando con la contratación de personal no sindicalizado, con el que concerta acuerdos individuales por desempeño: en estos casos, IGMetall ha denunciado que la jornada supera las 42 horas.

En todos estos casos se observan ciertas características comunes:

1. En primer lugar, no sólo se trata de quebrar el marco regulatorio para la libre disponibilidad de la fuerza de trabajo por parte del capital: las jornadas se extienden sin retribución salarial. La tasa de ganancia se eleva mediante un brusco incremento de la plusvalía absoluta. Los argumentos patronales se centran en que el descenso de la productividad de las empresas europeas se explica por la reducida jornada de los trabajadores europeos: así, el IW alemán, un instituto económico financiado por la Confederación Empresarial Metalúrgica, remarca que los trabajadores alemanes trabajan un 18% menos que sus pares norteamericanos, pero ganan un 12% más. Las vacaciones pagas son 30 días promedio en Alemania y 25 en Francia, pero sólo 18 días en Japón y 12 en EE.UU. (NYT 8/7). Sin embargo, la productividad por hora trabajada ha tendido a robustecerse en Europa Occidental en los últimos 20 años: en Francia, por ejemplo, es un 5% superior a la de EE.UU. (LF 20/7). 

Cuadro 2 – Duración Jornada de trabajo en la Unión Europea
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(() Se contempla, sin embargo, una extensión de hasta 48 horas para ciertas actividades.

Fuente: Observatorio Europeo de Relaciones Industriales
2. En todos los casos se parte de una amenaza de cierre o deslocalización. Para algunos analistas, lo que intenta la patronal es capitalizar el alto grado de desempleo (en Alemania supera los dos dígitos): “Las empresas siempre hacen grandes amenazas del tipo de: podríamos fabricar los Clase C en Sudáfrica (...) Todos muestran los dientes.” (CL 18-7). La amenaza cobra más cuerpo cuando la naturaleza del producto no implica grandes costos en transporte: STMicrochips, fabricante de chips electrónicos, trasladó simplemente su planta de Rennes (Francia) a Singapur, a pesar de las ofertas del sindicato de colaborar en un plan de reducción de gastos (LF 18/7). La deslocalización es una posibilidad real también en casos como el de Bosch, que emplea actualmente 7.400 trabajadores en República Checa. 

Lo cierto es que de no mediar enormes aumentos en la productividad/hora en los economías centrales de Europa (y aun esta posibilidad supondría sustitución de trabajo vivo por máquinas, lo que agravaría el desempleo), la tendencia parece ser la de forzar a estos trabajadores a ajustarse a los patrones de explotación que rigen en ciertos países de Europa Central, como Hungría y República Checa, que poseen cierta dotación de mano de obra calificada. Como ejemplo, podemos citar el caso de Nissan en España, que en el pasado enero, y tras amenazar radicarse en Eslovaquia, logró imponer a sus trabajadores un plan de reducción de gastos del 30%, que incluye un congelamiento salarial hasta 2007. Hay que destacar que esta empresa goza en Barcelona de exenciones fiscales, y que el salario promedio del obrero español es de menos de 12 dólares la hora, contra 25 en Alemania. En Eslovaquia, sin embargo, es de 1,66 dólares por hora. 

La profundización de esta tendencia implicaría una reestructuración social con inciertas consecuencias políticas, lo que parece haber sido percibido por los cuadros políticos de la burguesía francesa, sin embargo ardientes defensores de la flexibilización de la jornada laboral. El presidente Chirac, a propósito de la resolución del conflicto en Bosch, señaló que “se está entrando en terreno resbaladizo”, mientras que el Ministro de Finanzas Sarkozy calificó a estas prácticas de extorsivas (LF 17/7). En Francia, la limitación de la jornada a 35 horas goza de status legal nacional: las leyes aprobadas en este sentido en 1998 y 2000 estipulan generosos subsidios a las empresas que se sumen al sistema. Este elemento explica que tanto el gobierno como la patronal presionen para la revisión de la ley pero no intenten “quebrarla” a nivel de la empresa como en el caso de Bosch. Desde la óptica de la MEDEF (corporación de la gran empresa francesa), el recorte de subsidios que seguiría a la revisión de la ley debería verse compensado con una baja general de los impuestos patronales. En Alemania, en cambio, la legislación laboral nacional (de 1994) estipula un máximo de 48 horas, aunque en la práctica la jornada es menor (para la industria, 35 horas en el oeste y 38 en el este) como resultado de convenios por empresa y de la presión de los dos grandes sindicatos nacionales, IGMetall (industria) y Verdi (servicios). Esta brecha legal enfrenta directamente a la patronal con los sindicatos generalmente al nivel de la empresa. Las fuertes inversiones directas de las empresas alemanas en el este de Europa, y la mayor cercanía geográfica, hacen en este caso más verosímil la posibilidad de la deslocalización. Paradójicamente, son dos gobiernos emergentes de partidos fuertemente “obreristas”, el de Schroeder y el de Blair, los más acérrimos defensores de la flexibilización de la jornada laboral frente a las directivas de la UE, que estipulan desde 1993 que la duración semanal de la jornada no puede exceder las 48 horas. Actualmente, en Reino Unido, 4 millones de británicos (el 16% de la población económicamente activa) trabajan más de 48 horas, como resultado del sistema de “opting-out”, según el cual trabajador y empleador pueden pactar individualmente la jornada. La Comisión Europea ha denunciado el uso abusivo de este sistema (en la práctica la “libertad” de acogerse al sistema parece ilusoria para el trabajador) y propuso eliminarlo o bien permitirlo sólo bajo la forma de convenio colectivo, pero hasta ahora han chocado con la intransigencia de “laboristas” británicos y “socialdemócratas” alemanes.
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América Latina

El proceso de integración comercial en América Latina vuelve a ser noticia por estos días. El MERCOSUR sumó nuevos socios (México y Venezuela), generando un salto cuantitativo en el PBI y en los saldos exportables. Sin embargo, esta integración no puede ocultar las diferencias de objetivos por los que se suma cada país y que, sin duda, serán motivo de discordia en el futuro. Pues este proceso de integración, que se da en la región, y que es aplaudido desde todos los sectores competitivos del empresariado, no elimina en absoluto las tensas relaciones entre los distintos bloques regionales ni las fracturas al interior de cada uno de ellos. Así, seguimos constatando cómo las fuerzas que mueven la economía mundial, a saber, la necesidad de nuevos mercados en busca de mayores ganancias –lo que se traduce en la necesidad de los más grandes de eliminar a los más chicos– siguen actuando. 

En ese marco se produce un doble juego: por un lado, los acuerdos y plazos entre bloques no pueden llevarse a término debido a las profundas diferencias entre las distintas burguesías; por otro, estallan las diferencias internas en los bloques comerciales ya constituidos, más allá de la retórica que le quieran impriman los representantes de cada país.

Sumado a lo anterior, hemos observado en los últimos tiempos dos tendencias en la coyuntura política de América Latina. Una atañe a las relaciones políticas en el plano internacional, donde el enfrentamiento de la línea Venezuela-Cuba con EE.UU. es cada vez más acentuado y arrastra a otros países hacia posiciones diferentes en el esquema mundial. De este modo, se produce un desplazamiento de las –otrora necesarias pero ahora incómodas– relaciones “carnales” de los países latinoamericanos con el país del norte, que veíamos en la década del ’90, los años del neoliberalismo y la globalización. 

En Venezuela, el próximo 15 de agosto tendrá lugar el referéndum revocatorio del mandato del actual presidente Hugo Chávez, que decidirá sobre su futuro político. Pero en el resultado de ese acto –más allá de la tajada que pueda sacar cada país o las diversas alianzas sociales que integran los gobiernos de los respectivos estados– se juega el futuro de las relaciones de hegemonía entre América Latina y EE.UU. en los próximos años. 

Por otro lado, la debilidad de las democracias latinoamericanas –variable sobre la que opera la situación anterior– es de una constancia cada vez mayor. Y hay que resaltar que esta debilidad no sólo está teñida por hechos de corrupción, sino que tiene su base en la desocupación, la pobreza y la exclusión social. Hace algunos años Ecuador, luego Argentina, más tarde Bolivia... y en estos días, Perú es el epicentro de un presidente casi a punto de renunciar, abrumado por casos de corrupción y con un crecimiento de los índices de pobreza. 

Pelea por las ganancias

El MERCOSUR ampliado (objetivos y tendencias contrapuestas)

Entre los días 7 y 8 de julio se llevó a cabo, en Puerto Iguazú, la cumbre de presidentes del MERCOSUR (Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay), más los estados asociados (Chile, Bolivia y Perú) y los que aspiran a integran este bloque (México y Venezuela). Estos dos últimos finalmente fueron aceptados. Venezuela ya está como estado asociado y México como miembro observador hasta que se termine de ultimar el acuerdo de libre comercio, requisito para que pueda acceder a esta categoría (cosa a la que el país del norte se opone). El bloque contará a partir de este momento con un PBI de 1,3 billones de dólares, sumará exportaciones por 309.111 millones (casi 9 veces menos que la UE) y 388 millones de personas.

¿Pero qué nos dejan estas cifras? ¿Qué pueden aportar estos nuevos integrantes a las delicadas relaciones entre los países y con el resto de los bloques? 

Como ya dijimos en varias oportunidades, la tendencia a la concentración y a la apertura de los mercados lleva a las burguesías de todos los países a romper las barreras nacionales y ampliarse a mercados regionales o mundiales de acuerdo a su capacidad de inserción en los mismos. Esta necesidad obliga a sumar nuevos socios, como ya hizo el MERCOSUR con Perú y con el reciente acuerdo de libre comercio con la Comunidad Andina de Naciones (CAN). 

México y Venezuela son los nuevos integrantes de este proceso. Pero cada uno de ellos llega con objetivos distintos. El primero, con el PBI más grande de América Latina y un volumen de exportación mayor al que suman todos los países latinoamericanos juntos, es la primera vez que gira su economía hacia el sur. Históricamente, México nunca pudo reorientar sus exportaciones hacia Europa o Latinoamérica. En la actualidad, más del 85% de sus exportaciones se destina a EE.UU. y las inversiones extranjeras directas que recibe son, en su mayoría, de este país. Todo esto, en el marco del tratado de Libre Comercio (NAFTA) que mantienen los dos junto con Canadá. Dicho tratado sigue siendo objeto de crítica por parte de algunas organizaciones sociales, quienes lo acusan de destruir el aparato productivo mexicano y flexibilizar aún más las condiciones de trabajo. El presidente Vicente Fox, un empresario conservador, llegó hace cuatro años, rompiendo más de 70 años de gobierno del Partido Revolucionario Institucional (PRI). En la varias entrevistas que dio los días previos a la cumbre de Iguazú, afirmó que las intenciones de México eran “dinamizar el MERCOSUR” y que éste tenía que ser “la voz fuerte de América Latina” en las negociaciones con EE.UU. (C y LN 6/7). Pero, obviamente, por lo imbricada que está la economía mexicana con la de EE.UU., es imposible pensar que este país puede ofrecer una alternativa al modelo impulsado por Washington. De hecho, el presidente mexicano ve en el MERCOSUR el paso necesario para llegar al Área de Libre Comercio de las Ámericas (ALCA): “Es un escalón. Puede ser un escalón hacia el ALCA. Si vamos haciendo acuerdos bilaterales, si se van configurando acuerdos regionales, estaremos mucho más cerca de un acuerdo continental, pero en este momento la prioridad tienen que ser estos acuerdos regionales y bilaterales. Por eso vamos al MERCOSUR” (LN 6/7).

Otro es el caso de Venezuela. Principal productor de petróleo de la región y único país que mantiene un enfrentamiento abierto con EE.UU., mantiene otro objetivo: ve la integración no sólo como una cuestión económica sino también política. Se trataría de un salto para no aislarse en su disputa contra EE.UU., que apoya y sostiene a la oposición al interior del país caribeño. La misma se encuentra encabezada por los empresarios y magnates de los medios de comunicación. 

Entonces, la alineación venezolana con el MERCOSUR es la plataforma para lanzar otro proyecto de integración, que apunta a la complementariedad económica más que a la apertura indiscriminada de la economía (el ALCA), que traería más desbarajustes en las economías más débiles del continente (ver Análisis de Coyuntura anteriores y “Coyuntura Política” en el presente número). 

Por otra parte, ¿cuál es el objetivo de los integrantes del MERCOSUR de incorporar nuevos miembros? Sin dudas, lograr consenso y fuerza ante las futuras negociaciones que se avecinan con los países y bloques más fuertes del mundo. En palabras de Duhalde, Presidente de la Comisión de asuntos parlamentarios del MERCOSUR: “Los Estados Unidos de Sudamérica (...) mejorarán sustancialmente las condiciones de negociación comercial ante los grandes foros y naciones del planeta y constituirán una fuerza considerable a la hora de enfrentar las restricciones que desde los países centrales se imponen a nuestra oferta agroalimentaria" (LN 13/7).

Por un lugar en el mercado

Como ya venimos mencionando, la integración no puede ocultar la pelea entre las burguesías locales de los distintos países que integran el bloque. Nadie quiere perder “su” mercado pero todos quieren ganar el de “otros”. La crisis desatada entre los industriales de Brasil y Argentina es el ejemplo más patente de ello y pone de manifiesto las contradicciones. 

Brasil –según afirmamos en el Análisis de Coyuntura anterior– se encuentra en una encrucijada, ya que el crecimiento del mercado interno es ínfimo (producto del plan económico adoptado por Lula, alumno ejemplar del FMI) y los industriales necesitan colocar sus productos en alguna parte. Para eso recurren a la exportación. El mercado que sobresale y que puede absorber parte de ellos es Argentina. Según Macedo Soares, asesor de la cancillería brasileña, “los empresarios brasileños quieren vender más a la Argentina porque es el mayor mercado entre los países vecinos” (C 8/7). Esto produjo del lado argentino las denuncias de “invasión”: “Hoy, de cada 100 productos industriales que se comercializan en Argentina, un 20% es de origen brasileño. En Brasil sólo el 3% es de origen argentino”, afirmó Federico Nicholson, de la Unión Industrial Argentina (C 9/7). 

Los rubros que sobresalen en la disputa son electrodomésticos (heladeras, lavarropas, televisores, etc), calzado, textiles y automóviles, entre otros. Esto originó que el gobierno argentino, presionado por los grupos locales, imponga cupos, cuotas o aranceles a las importaciones provenientes de ese país.

La reacción no se hizo esperar del otro lado. Varios sectores industriales, apoyados por los sindicatos metalúrgicos de San Pablo, pidieron que Brasil rompa relaciones con el MERCOSUR y establezca acuerdos bilaterales con los países que no impongan restricciones: “La industria brasileña está mucho más preparada para un mayor libre comercio con Europa”, afirmaba el diario O Estado de Sao Paulo, ignorando las negociaciones conjuntas que ese país realiza con Argentina. Pegándole directamente al bloque, afirmaba en su editorial: “Es un fracaso con la Unión Aduanera, tambalea con zona de libre comercio, y apenas hay una justificación para mantener su actual status: la discusión de un acuerdo con la Unión aduanera” (OESP 13/7.). Además, salió a atacar directamente a Lula y su equipo: “Como proyecto geopolítico, de la forma concebida por el presidente Lula y sus estrategas, el MERCOSUR es irrisorio” (OESP 13/7).

Pero rápidamente, desde el gobierno brasileño, salieron a poner paños fríos y plantear el MERCOSUR desde una perspectiva de largo plazo. Para Marco Aurelio García, asesor para Asuntos Internacionales de Lula, “nosotros estamos apostando a una alianza estratégica de la región. Es la única forma de enfrentar el escenario internacional, que es muy desfavorable para los emergentes. Si no tenemos una alianza que tenga una dimensión económica, política y comercial, vamos a ser arrastrados" (LN 16/7). O, en palabras del canciller brasileño Celso Amorim: "A todo el mundo le gusta golpear la mesa cuando es contra Argentina, Uruguay o Paraguay. Cuando hay que golpear la mesa contra la UE o EE.UU., todo el mundo se muere de miedo. La Argentina es un socio, un aliado estratégico (LN 21/7).

En la pelea por los mercados, todos saben que se vienen momentos de definiciones en el ámbito mundial, tanto en las negociaciones con la UE como con EE.UU. A éstos, habría que sumar a China, por ahora dinamizador del comercio mundial. Y está claro que un MERCOSUR unificado puede llegar a mejores acuerdos que uno fragmentado (a pesar de los enfrentamientos).

MERCOSUR-UE: Ante otro fracaso

Las negociaciones para llegar a un acuerdo de libre comercio entre la UE y el MERCOSUR fueron suspendidas, producto de las diferencias en los temas denominados “sensibles”. Los representantes del MERCOSUR fueron los que terminaron levantándose de la mesa de negociaciones: “Esta decisión fue adoptada después de que la UE no respondiera al pedido de mejoramiento de ofertas para los productos agrícolas y procesados (alimentos) realizadas por el MERCOSUR”, afirmó en un comunicado la cancillería Argentina (LN 22/7). El problema sigue siendo lo limitado que ofrece la UE para entrar a su mercado en materia de productos agropecuarios –sobre todo el ingreso de carnes– y en lo referente a los productos denominados agroindustrias. La UE, por su parte, mantuvo su insistencia para que sus empresas puedan competir en el área servicios –principalmente financieros y telecomunicaciones–, garantías en las inversiones y la posibilidad de competir de igual a igual con las firmas locales en compras gubernamentales. Brasil es el país que más enfrenta a este tipo de apertura, ya que las áreas en disputa están en manos de empresas del estado y de capital local (Argentina ya realizó el proceso de liberalización en la década de los '90). Todo hace suponer que el acuerdo fracasará o será posterior a la fecha pautada.

Coyuntura Política

Bolivia: búsqueda de la recuperación progresiva de los recursos energéticos 

En un acto histórico, el gobierno de Carlos Mesa convocó a un referéndum cuyo resultado influirá sobre la política de estado en tanto control de recursos energéticos. 

Atendiendo el reclamo de una nueva ley de hidrocarburos, reclamada por todos los sectores en lucha que en el “octubre rojo” desmoronaron al gobierno de Sanchez de Lozada, el actual ejecutivo boliviano intenta redefinir los términos de la ley 1689. Ésta sentó jurisprudencia en 1996, entregando la explotación petrolera a empresas privadas por 40 años. Un año después, con la explotación y la exploración privatizadas en su totalidad, se descubre que el potencial del suelo andino es, en reservas gasíferas, de 54 trillones de pies cúbicos, cuantitativamente el segundo de Latinoamérica después de Venezuela. Hoy en día, 20 empresas extranjeras controlan la actividad que otrora monopolizaba Yacimientos Petrolíferos Fiscales de Bolivia (YPFB). Esta última había sido el resultado de la nacionalización, en 1969, luego de la expropiación a la Gulf Company (con casa matriz en Norteamérica). Situación con precedente en la confiscación a la Standard Oil (estadounidense), en 1937, luego de atribuirle responsabilidad en la Guerra del Chaco.

Sin relación de fuerza para expropiar y justificándose en el costo indemnizatorio de 3.000 millones de dólares, el gobierno Boliviano apunta a una “nacionalización responsable”. En palabras de Mesa en el foro económico de Santa Cruz: “Cualquiera sea el resultado de la consulta, respetará la inversión privada (...). La nacionalización, entendida como expropiación o confiscación, no será aplicada” (LN 13/7). La expropiación es exigida por la Confederación Obrera Boliviana (COB) y la Confederación Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (Csutch). Su llamado a boicotear el referéndum tomo forma solamente en Senkata, localidad de El Alto con fuerte presencia de ex mineros y obreros que producen en un considerable polo industrial. Allí, se cortó el paso a la llegada de las urnas y se apedreó a los observadores de la Organización de Estados Americanos. Distinta fue la posición del Movimiento al Socialismo (MAS), que consideró progresivas las tres primeras preguntas y llamó a votar en contra de las dos ultimas. Decía Evo Morales: “El referéndum es la primera etapa para que el pueblo recupere la propiedad de los hidrocarburos. Hay muchas formas de nacionalización. No es una confiscación o expropiación, sino la recuperación de la propiedad, revisando contratos para que los recursos pasen a manos bolivianas” (LN 17/7). Estas palabras fueron respondidas por la COB, que acuso a Morales de “traidor, vende-patria, referendista y parcializado”, expulsándolo de la misma.

Preguntas y resultados 

Con un padrón electoral de 4.500.000 personas, siendo el voto vinculantes y obligatorio –decisión de la Corte Nacional Electoral que torció las condiciones contrarias que en sesión conjunta habían aprobado las dos cámaras legislativas– se realizó la consulta. La misma arrojó los siguientes resultados. 

Pregunta 1: ¿Está usted de acuerdo con la abogacía de la Ley de Hidrocarburos 1689 promulgada por Gonzalo Sánchez de Lozada? El “SI” gano con el 66,79 %. 

Pregunta 2: ¿Está usted de acuerdo con la recuperación de la propiedad de todos los hidrocarburos en boca de pozo para el estado boliviano? El “SI” obtuvo el 71,67%. Esto apunta a recuperar el control de la comercialización y a intervenir en la fijación de precios internos que hoy deciden las empresas. Sin embargo, aclaremos que, en los hechos, este resultado significa que sólo se recuperarán los recursos en boca de pozo en contratos futuros, no en los ya vigentes que expiran en 40 años. 

Pregunta 3: ¿Está usted de acuerdo con refundar YPFB, recuperando la propiedad estatal de las acciones de las bolivianas y bolivianos en la empresa petrolera privatizada? El “SI” se impuso con el 67,17%.

Más reñido estuvo el resultado de la pregunta 4: ¿Está usted de acuerdo con la política del presidente Carlos Mesa de utilizar el gas como recurso estratégico para el logro de una salida útil y necesaria al océano Pacifico? El “SI” gano con el 39,54%, el “NO” obtuvo el 32,73 %, Blancos y Nulos el 27,81%, aunque sólo se computan votos por el “SI” o por el “NO”.

Pregunta 5: ¿Está usted de acuerdo con que Bolivia exporte gas? Por el “SI” 44,20%, por el “NO” 27,42, Blanco y Nulo sumaron el 28,38%.

Hay que tener en cuenta que el abstencionismo fue del 40% (superando al promedio histórico del 35%) y que los resultados que se presentan son sobre los votos emitidos y no sobre el padrón habilitado.

La “guerrita” en el cambio de juego.

 La tarea que ahora recae sobre Mesa es ardua. Pues el presidente no posee bancada propia, ya que el derechista Movimiento Nacional Revolucionario (MNR), partido al que representaba junto con Sánchez de Lozada, se halla sumergido en una lucha facciosa y lo desconoce. Entonces, le queda apoyarse en “transversales” y en el MAS, de fundamental implicancia en el resultado del referéndum. Este partido, con aspiraciones presidenciales y tomando distancia cada vez más de las organizaciones radicalizadas (COB, Csutch), declaró que el referéndum se institucionalizó gracias a la participación de la gente. Al mismo tiempo, le exigió a Mesa la “nacionalización por derecho” sin “expropiación ni confiscación”, considerando simplemente la eliminación de contratos, con la acusación a las petroleras de incumplimiento. Mientras tanto, Mesa ya presentó el proyecto de ley al congreso que contempla el pago de un gravamen de acuerdo al volumen producido, pautando el aumento progresivo de retenciones del 18% al 50% en el lapso de 2 años. La Cámara Boliviana de Hidrocarburos –que entre otras representa a Repsol-YPF, la francesa Totalefina, las británicas British Gas y British Petroleum y Petrobras– ya cuestionan lo que denominan un “cambio en las reglas del juego”. 

Venezuela: Todo se refiere al (y se define en el) referéndum

El 15 de agosto tendrá lugar el referéndum que decidirá la continuidad de Hugo Chávez como presidente de Venezuela. La pelea entre dos alianzas sociales en la esfera política es, a la vez que más tensa en su forma, más profunda en su contenido. Veamos de qué se trata. 

En el transcurso del mes de julio han aparecido encuestas de todos los colores que adjudicaron tanto la derrota como la victoria de Chávez. Las que otorgan la mayoría de los votos para que el primer mandatario deje el puesto, hablan de un 47% en contra de que Chávez continúe, y de un 44% a favor. La firma privada Consultores 21 fue la encargada de arrojar estos sondeos, a los que el presidente, sin esperar demasiado tiempo, salió al cruce tensando más la cuerda con la opositora Coordinadora Democrática (CD). Afirmó el presidente: “ganamos seguro (...) pero esperemos hasta el último día y el recuento hasta el último voto. (...) Pero si pierdo me voy sin complejos, al mes siguiente me presento de nuevo” (C 10/07). Esta declaración desató la ira de la oposición y un debate sobre si puede o no presentarse en caso de perder el referendo. La discusión llegó hasta el Tribunal Supremo de Justicia, donde su presidente, Iván Rincón, declaró que no hay inconvenientes legales para que Chávez se vuelva a presentarse a elecciones (C 11/07). 

El contenido de la pelea. 

Cuando algunas líneas arriba decimos que la pelea entre dos alianzas sociales es más profunda en su contenido, aludimos a que en Venezuela se están dirimiendo dos proyectos de país enfrentados abiertamente. Proyectos que, mientras uno se opone sistemáticamente al ALCA y busca acuerdos latinoamericanos de cooperación, el otro es apoyado por Estados Unidos y busca cambiar el mapa político de la región sudamericana con una vuelta atrás de las iniciativas desarrolladas por Chávez. Si bien es un proceso iniciado años atrás, en el desarrollo de la lucha política tomó la forma electoral con esta nueva contienda (el referéndum), instancia contenida en la constitución reformada por el gobierno chavista y aprobada unánimemente por la gente. De no ganar la oposición, sólo le quedará acudir a la pelea militar, en la que no obtuvo buenos resultados con el fallido golpe de estado de abril de 2002. Abriendo el paraguas ante una posible escena de este tipo, el ex presidente Carlos Andrés Pérez, desde Miami, “llamó a sacar del poder a Hugo Chávez a través de la violencia” (C 27/7), cuestión que recibió críticas de la opositora CD, quien todavía confía en sacarlo por medio de las urnas, y de su propio partido, la Acción Democrática. 

A su vez, el presidente venezolano también contribuyó a expresar con claridad cuál es el contenido de la pelea que se está dirimiendo. En declaraciones desde su programa dominical, dijo: “Ellos lo llaman Consenso País [en alusión al plan de gobierno anunciado por la oposición] y yo lo voy a llamar así: consenso pa ‘Bush, porque ése es el plan de Bush. (...) Aquí la batalla que está planteada no es entre nosotros y la opositora CD, la verdadera batalla es Chávez contra Bush” (C 11/07). Estas declaraciones –que ya ha realizado en otras ocasiones– estaban en el marco de contestar y criticar el plan de la oposición y mostrar documentación que prueba el financiamiento de EE.UU. a la CD (C 11/07). Chávez y Bush son las palabras por las que se expresa esa pelea en el campo de las relaciones políticas entre las dos alianzas sociales venezolanas. 

La oposición tiene un plan 

Como hemos mencionado, los sectores opositores nucleados en la CD hicieron público el “Plan Consenso País”, pasible de ser aplicado en caso de ganar el referéndum. Éste tiene como eje principal el petróleo, y sugiere “abrir el sector petrolero y atraer inversión privada para la exploración y explotación de crudo” (LN 10/07). El coordinador del plan, Diego Urbaneja, declaró que “hay que abrir al sector hidrocarburos la inversión nacional e internacional en todos sus niveles de actividades”, mientras hizo hincapié en que si bien no se retirarán de la OPEP, “reorientarán su política, ya no hacia una mera defensa de los precios [Chávez plantea sostener el precio del barril en 30 dólares y disminuir la venta de volúmenes] sino hacia una defensa de los intereses nacionales” (LN 20/07). Además de la cuestión petrolera, el plan presenta una cantidad de medidas que tienen que ver con políticas públicas para “crear empleo, crear seguridad social, jurídica y personal; reorientar la política exterior y dejar sin efecto algunas de las ‘reformas revolucionarias’ como la agraria y la de hidrocarburos impulsadas en 2001 por Chávez”. 

Las críticas desde el gobierno consistieron en demostrar la relación del “Plan Consenso País” con los EE.UU. En este sentido, el propio presidente venezolano se encargó de mostrar los documentos que prueban que “la organización estadounidense National Endowment for Democracy (NED) otorgó 300.000 dólares a los opositores de la CD –una organización republicana fundada en 1983– para elaborar el Plan Consenso País” (C 12/07). En declaraciones al respecto, Chávez dijo: “El plan de la oposición fue financiado por el gobierno de Washington, el documento viene directamente de ahí y demuestra cómo EEUU interviene en los asuntos internos de Venezuela” (C 12/07). 

La batalla final 

En los últimos días del mes de julio, al cierre de esta edición, otro grupo de encuestas daban como ganador al presidente Chávez por una diferencia de entre 8 y 11 puntos. El mismo matutino opositor El nacional –que había publicado a principios de mes los resultados adversos a Chávez de la empresa Consultores 21– hizo pública la encuesta que lo da ganador con un 45% de los votos a favor, contra un 34% de votos en contra (C 31/07). Otra encuesta de una firma estadounidense también otorga una ventaja a Chávez de 8 puntos (C 31/07). Así las cosas, más allá de los números que establezcan las encuestadoras y a quién sean afines, sólo resta esperar los resultados del referéndum revocatorio para saber como será el nuevo futuro de las relaciones políticas, no sólo en Venezuela sino en el conjunto de la región. 

Dos proyectos venezolanos con impacto regional.

Sin hacer hincapié en la política interna de Venezuela, ya sea en materia económica o social, deseamos destacar dos proyectos que corroboran la alianza social que sostiene a Chávez en el poder.

El primero, es el proyecto de crear una empresa petrolera controlada por las empresas estatales de los países sudamericanos (Argentina tendría que crear la suya, y el proyecto ya esta en marcha a partir de ENARSA, ya que es el único país que privatizó a su empresa en este rubro). Esta medida tiene como objetivo realizar una política energética adecuada y evitar los problemas de desabastecimiento o crisis energética, como las que atravesó Argentina en los últimos meses. 

El segundo, es el de realizar convenios entre las empresas del estado en materia de comunicación. Argentina y Venezuela ya realizaron intercambios en lo referido a programación (contenido) y tecnología. La idea es a "apuntar a una gran cadena de TV para todo el sur, para no mirar lo que nos pasan las cadenas del norte" (C, 9/7). Se sabe el papel que jugaron los medios de comunicación en el golpe de estado contra Chávez en abril de 2002 y en el sabotaje petrolero entre los meses de noviembre y diciembre de ese mismo año. Monopolizando la información en el ámbito local (controlado por el grupo Cisneros) y gracias a sus contactos y socios, fue el que realizó y organizó la información para América Latina, tergiversando los hechos que sucedían en ese momento en aquel país.

Petróleo y medios de comunicación son dos sectores clave en materia económica y política. Las distintas alianzas sociales que se conforman en América latina lo saben. 

Crisis política andina

Se cumplen tres años de Toledo como presidente del Perú y su gobierno atraviesa por una crisis política que pone en juego, una vez más, la gobernabilidad de otra de las democracias latinoamericanas. La situación se asemeja a la del año 2000, cuando fue destituido Alberto Fujimori, generando una vacancia de poder que luego de un tiempo arrojó a Toledo como presidente. Recordemos que éste fue quién lideró la oposición política y la movilización popular que terminó con el mandato del –ahora prófugo– ex presidente peruano. 

Dos cuestiones dan cuenta de la crisis del gobierno. Por un lado, las denuncias de corrupción –tres en una semana– que atañen directamente al presidente, su esposa y su entorno familiar. El primer mandatario salió a responder a las acusaciones del ex asesor y abogado del presidente, César Almeida. La última denuncia consiste en imputarle cuentas en el exterior por 5 millones de dólares por el cobro de coimas, a lo que el presidente argumentó que son de su esposa, de cuando ella era empleada del Banco Mundial y recibía honorarios, y que utilizaba esa cuenta como lugar de depósito de los mismos. Además, declaró que nada tienen que ver con las cuentas que se le adjudican ahora, en las que tendría depositadoc ese dinero por el cobro de coimas (LN 27/07). Por otro lado, en los mismos días de las denuncias, el oficialismo perdió la presidencia de la cámara de diputados a manos del Partido Social Cristiano, lo que, según analistas locales, “marca un profundo cambio político y deja el camino despejado a un hipotético caso de acortamiento del mandato” (LN 27/07). El nuevo presidente del Congreso, Flórez Aráoz, es apoyado por varios partidos de la oposición, entre ellos el APRA, del ex presidente Alan García. 

El efecto derrame.

En momentos en que la popularidad de Toledo no supera el 8%, la debilidad del gobierno es cada vez mayor. A las dos cuestiones recién señaladas se suma otra, que es manifestación y al mismo tiempo causa de la fragilidad de estas democracias latinoamericanas. Estamos hablando –ni más ni menos– de la desocupación, la pobreza y la exclusión social. El aumento de la cantidad de pobres en el Perú fue dado por el INEI (una especie de INDEC), quién informó que 120.000 peruanos habían descendido la barrera que los hace entrar en la pobreza (C 1/08). Esto, en contraposición a los datos que había dado Toledo días antes, donde aseguraba que 420.000 personas ya no estaban por debajo de la línea de pobreza. Si bien la economía peruana tuvo un crecimiento del PBI en un promedio del 4% anual, ese crecimiento muchas veces tiene como consecuencia que crezca también la pobreza y la exclusión, como hemos dicho en nuestro Análisis anterior en alusión a Uruguay. Crecimiento de la economía no implica reparto o distribución de la riqueza: “Antes de asumir el gobierno, economistas cercanos a Toledo sostenían que desocupación y miseria eran temas inabordables en lo inmediato (...) y si la economía mejoraba se produciría el efecto derrame, un mito asombroso de la era del altar del mercado. Es sabido que el ingreso, sin un estado que lo impida, tiende a concentrarse aumentando la legión de gente expulsada del sistema. La realidad no hace más que demostrarlo, en Perú y en todas partes” (C 1/08). Los 35 meses corridos de crecimiento del PBI peruano junto al aumento de la pobreza, el hambre y la exclusión corroboran estas afirmaciones.

Conflicto social

Colombia :La paz de los cementerios 

En el marco de los preparativos para los festejos del segundo aniversario del gobierno de Álvaro Uribe, se produjo el decomiso de 750kg de explosivos que supuestamente las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) utilizarían para mostrar fuerza en momentos en que el ejecutivo colombiano convoca a las organizaciones armadas a que intervengan en el “Proceso de desmovilización”, cuyos términos discute el congreso.

Con el llamado a la participación de las FARC, Uribe redondea su periplo a la paz. Para esto ya logró que los máximos representantes de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), Salvatore Mancuso (quedó a cargo luego de que Carlos Castaño, gestor principal de la formación de estos grupos en 1980, desapareciera en abril último), Ernesto Báez y Ramón Izasa se presenten en el Congreso. Esta intervención discursiva, que Williams Wood, embajador de EE.UU., juzgó de escandalosa, apuntó a que los paramilitares justifiquen sus acciones como un “sacrificio” a favor del país y que no se puede pagar con cárcel. El sacrificio al que se refiere es haber auxiliado los últimos 24 años a la reproducción del capital de los grandes terratenientes colombianos asediados por la ofensiva guerrillera. Con este objetivo no repararon en violar los derechos humanos más básicos en sus zonas de influencia (la mitad de las provincias del país) y resguardados en un “dejar hacer” como política histórica del estado colombiano. Una de las organizaciones que salió a criticar la medida del gobierno colombiano hacia los paramilitares fue Amnistía Internacional: ”Este esfuerzo de deslegitimar el trabajo a favor de los derechos humanos tiene que ver con el ocultamiento de la crisis que existe en Colombia, además de esconder la complicidad que tiene el gobierno por no tomar las medidas para enfrentar la crisis de derechos humanos” (C 18/7).

El acuerdo para la desmovilización, de 20 mil miembros de las AUC antes del 2005, establece que los que dejen las armas no irán a la cárcel ni serán sometidos a la justicia internacional, teniendo inmunidad en una “zona de ubicación”. En contrapartida, los “paras” ofrecieron erradicar los narcocultivos en su territorio, darse una política de derechos humanos y colaborar con la política de seguridad y justicia social que impulsa el estado.

Con la utilización del Congreso como escenario para los diálogos de paz, coincide el Ejercito de Liberación Nacional (ELN), que en un comunicado de su Comando Central propone un cese al fuego bilateral y temporal. Éste grupo suspendió en 2002 las tratativas de paz acusando a Uribe de estar aliado con los paramilitares. Una fuerte crítica se escuchó desde las filas de las FARC al “proceso de desmovilización” de las AUC, llamando a la lucha armada como única forma de oposición y acusando a Uribe de “presidente narco-paramilitar”. Denuncian que permite la reproducción de las AUC desde que era gobernador de Antioquía. La oposición al proceso se tradujo en una acción armada que ajusticio a 34 trabajadores agrarios acusándolos de paramilitares. Esto se produjo el día de la reapertura oficial del dialogo AUC-Gobierno, aunque más allá del objetivo inmediato, la acción es más bien un combate por el control de los recursos agrícolas en zonas disputadas por las diferentes composiciones armadas. 
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Mientras se coligan las distintas fracciones de la burguesía local –ostentosamente autodenominada Nueva Burguesía Nacional– con el objeto de transferir a los acreedores de la deuda pública (tanto internos como externos, ya sean privados u organismos multilaterales) la menor cantidad posible de divisas, la necesaria búsqueda de negocios en el vasto pero estrecho mercado mundial genera relaciones de unidad con fracciones del capital estrictamente foráneo y severas rupturas en la coalición interna. Las fracciones más subordinadas del capital local exigen medidas de protección frente a los concentrados capitales que dominan la región (fundamentalmente los brasileños) y frente al amenazador avance de los arremetedores capitales chinos. Por el contrario, los capitales más concentrados a nivel local, fundamentalmente los que se orientan al negocio agro-industrial para la exportación, encabezaron una proclamada defensa de la libertad de comercio y por lo tanto de la apertura de las fronteras a los productos vecinos y orientales. El paradigma unidad/ruptura define el comportamiento de las distintas fracciones de la burguesía que además buscan el apoyo de amplios sectores del movimiento obrero. Movimiento obrero al que no tienen para ofrecerle más que aumento de la explotación, degradación de las condiciones de trabajo y vida y, en última instancia, represión. 

En cuanto a la coyuntura política, para analizar el mes de julio trabajaremos sobre tres ejes. El primero es el feroz ataque realizado desde múltiples sectores empresariales y políticos a la política del kirchnerismo en cuanto al conflicto social, reduciéndola a su costado de “seguridad”. En esta disputa, resulta muy interesante observar algo pocas veces visible: una división al interior de la Iglesia en torno a la represión a los trabajadores.

En segundo lugar, observaremos cómo durante el mes de julio se fortalecieron y concretizaron los lazos de unidad entre el gobierno argentino y su par venezolano, en la creación de un frente latinoamericano que enfrenta los mandatos norteamericanos.

Por último, analizaremos la unidad de la CGT tras largos años de fractura, y su disputa con las organizaciones piqueteras por la conducción del movimiento obrero.

Pelea por las ganancias

Unidad de la burguesía local frente a los acreedores externos

Según vimos en el último Análisis de Coyuntura, la estrategia del gobierno nacional incluye, en su relación con los acreedores privados, una sustanciosa quita en el capital adeudado y un aplazamiento de los pagos más gruesos por un lapso de diez años. Esto quiere decir que hasta el 2014 se estima “honrar” la deuda externa con los privados a razón de mil millones de dólares al año. A partir de esa fecha la salida de divisas aumenta de manera exponencial (ver Análisis... n°49, p.19). Esta política es aprobada y apoyada en términos generales por la fracción más concentrada de la burguesía local (autodenominada Nueva Burguesía Nacional). Política que hasta el momento también supuso la demora en la aplicación de las reformas estructurales exigidas por los centros del capital financiero internacional, las cuales implican: el aumento en las “compensaciones” bancarias (hablamos de 4.300 millones de dólares que la banca privada le exige al Estado luego de la pesificación de los préstamos); la privatización de la banca pública; la suba de las tarifas de los servicios públicos privatizados; la ampliación de la tasa que el país debe pagar a los organismos de crédito internacional (FMI, BM y BID); y un ajuste en el gasto de las provincias. A partir de estos ítems, las negociaciones en torno a la salida del default no sólo continuaron sino que se desarrollaron “a cara de perro”. 

El intransigente Comité Global de Tenedores de Bonos Argentinos, conducido por el banquero italiano Nicola Stock, presentó una “contrapropuesta” que asume tan sólo una quita del 40 o 45% en el capital adeudado (un 30% menor a lo planteado por el Gobierno argentino) y exige un pago en efectivo por 5.200 millones de dólares en concepto de intereses atrasados (C 15/7). Simultáneamente, Atushi Masuda, representante en Argentina del Japan Bank for International Cooperation (cuyo patrimonio es mayor al del propio Banco Mundial) afirmó que “las negociaciones de la deuda continúan”, dándole aire a las ofertas de Stock. Desde EE.UU. el subsecretario del Tesoro, John Taylor, en una vindicación de la “libertad económica” apuntó directamente al ajuste tarifario: “En el sector energético hay una necesidad de más libertad de precios, más libertad para poder mover los precios. En este momento hay muchas restricciones en el área de la energía, y eso es claramente un asunto de libertad económica” (LN 16/7). Finalmente, el FMI sentenció en un informe técnico que “Las repetidas demoras en adelantar las compensaciones bancarias pendientes y la revisión estratégica de los dos principales bancos públicos es altamente deplorable” (LN 12/7). 

Con todo, y como verdadera herramienta de presión, el Fondo postergó la aprobación de la revisión del acuerdo pautado con la Argentina hasta septiembre próximo, quitándole definitivamente al país todo respaldo internacional.

En este contexto la Unión Industrial Argentina, la Sociedad Rural, la Cámara de la Construcción y la banca local de ADEBA, en un encuentro de cúpula empresarial, definieron un “polo de apoyo” al gobierno. El abroquelamiento de la burguesía local en la disputa con el capital financiero internacional estableció el marco a partir del cual el gobierno, desde diferentes niveles, dio la pelea. El titular del Banco Central, Alfonso Prat-Gay, respondió un “no corresponde” a los banqueros que reclamaban compensaciones por 4.300 millones de dólares (tal como vimos más arriba). Por otro lado, el mismo presidente Néstor Kirchner, afirmó rotundamente en un acto público que “Los errores del Fondo nos costaron 15 millones de pobres” (C 31/7). Finalmente, el ministro de economía, Roberto Lavagna, utilizó en beneficio propio la brecha que separa a los acreedores privados (cuya deuda está en default) de los organismos multilaterales (que cobran al día los pagos nacionales) como respuesta a las postergaciones del Fondo en la aprobación del acuerdo. El ministro apuntó que la pérdida de financiamiento por parte de los organismos “podría afectar [...] nuestra habilidad para servir la deuda pública”, en manos de los bonistas privados (LN 9/7). En idéntico sentido se dirigió el documento que Economía presentó ante la Comisión de Valores de Nueva York, en donde se advierte –en tono amenazador– la relación entre “la adopción de reformas económicas impopulares y medidas de austeridad” que impone el Fondo y “el aumento de las tensiones sociales y políticas [...] exacerbadas por los altos niveles de pobreza y desocupación” (C 8/7). 

La poderosa burguesía local especula con la creciente protesta social. La repudia a nivel interno (como veremos en el apartado La pelea política) pero la utiliza hacia el exterior como herramienta de presión. Al mismo tiempo hace responsable al FMI por el default y el acogotamiento de un crecimiento económico nacional que, como venimos observando y observaremos más adelante, empobrece y degrada a los trabajadores –ocupados y desocupados–.

Rupturas de la burguesía local. Entre la “apertura” y la “protección”

La unidad del capital local más concentrado, autodenominado nacional, frente a los acreedores externos no supone una comunidad de intereses en todos las dimensiones de su existencia. Así, aquel profundo grado de unidad se combina con rupturas en diversos frentes, determinadas por la conquista de lo que un lúcido intelectual de la burguesía (ver citas de Jorge Castro en Análisis n°47 p.19) denominó nichos propios en el mercado mundial. Conquista que implica relaciones de unidad con fracciones del capital, digamos por ahora, estrictamente foráneo. 

Por ejemplo, observemos las consecuencias que trajo aparejada la profundización de las relaciones políticas y económicas con China, encaradas el mes pasado. En búsqueda de mercados e inversiones, un centenar de empresarios, la primera plana del gabinete de Kirchner, el propio Presidente y los gobernadores de las provincias más importantes, asistieron a decenas de encuentros con representantes del capital chino. Los vínculos más o menos estrechos que puedan surgir de esta visita y de posteriores acuerdos concretos son suficientes para generar frentes internos de ruptura. Incluso en el mes de junio, un mes antes de la pomposa visita oficial al país asiático, se cruzaron fuertemente el presidente de Cargill (Héctor Marsili) gigante de la exportación de soja a China, con un atrincherado nucleamiento textil, amenazado por las baratas importaciones orientales. La posición de Marsili sintetizó uno de los axiomas básicos del libre comercio que fue, además, el caballito de batalla de los capitales más concentrados con interés en el país, desde la década del 60: la Argentina no puede “tener como hobby desarrollar industria ineficiente” (ver Análisis n°49, p.20). “Ineficiente”, entiéndase, según la lógica de la acumulación del capital. 

En conclusión, el beneficioso comercio con China impone a los grandes exportadores del agro una relación de unidad con un sector productor de manufacturas chinas –que vende a la Argentina– basada en el “librecambio”. La “otra cara” necesaria de ese comportamiento es la ruptura en el nivel interno –nacional– con una fracción del capital que realiza sus negocios produciendo y vendiendo las manufacturas ahora importadas de oriente. La voz con peso que se ha hecho oír en este sentido fue la de los textiles. Para estos la relación con la fracción del capital chino debe basarse en la “protección” de los mercados nacionales y regionales. 

En este mismo sentido, el acontecimiento de mayor resonancia por su implicancia en las políticas regionales, fue resultado de una escalada en la contradicción entre una fracción del capital local y la vecina burguesía brasileña. El conflicto se hizo evidente por vez primera cuando el ministro Roberto Lavagna anunció en la primera semana de julio la aplicación de restricciones al ingreso de determinados productos brasileños: electrodomésticos y televisores. Las medias incluyeron para los primeros la implementación de licencias no automáticas (lo que implica una demora en la entrada de productos por la vía burocrática), y para los segundos, la aplicación de un arancel del 21%. 

El apoyo inmediato llegó desde la Asociación de Industriales Metalúrgicos de la Argentina (ADIMRA) en cuya solicitada “En defensa de la producción y del trabajo argentino”, se lee: […] es necesario que el Gobierno Argentino intervenga urgentemente definiendo reglas de juego que equiparen los efectos de la política industrial vigente en Brasil. Cabe subrayar que la unidad de esta fracción del capital con otros sectores de la producción local (sin la cual la política de protección no se sostiene) se postula abiertamente: […] solicitamos que las medidas se implementen a la brevedad y se hagan extensivas a todos los sectores manufactureros que han sido afectados severamente por los mencionados desequilibrios (C 13/7). En este sentido, nuevamente el sector textil a través de su organización Pro-Tejer celebró la medida oficial y los dichos de Kirchner en relación a la posible imposición de nuevas medidas de control a la entrada de productos textiles vecinos. Recordemos que meses atrás el gobierno nacional había implementado mecanismos de protección con el objetivo de controlar y frenar el ingreso de textiles brasileños, que fueron suspendidos tras el acuerdo que comprometía a los brasileños a reducir un 25% sus exportaciones textiles. El titular del nucleamiento textil, Aldo Karagozian denunció que los acuerdos entre los capitalistas de ambos países no fueron respetados.

A su vez los industriales, a través del gobierno, intentan seducir al sector automotriz proponiéndole la fabricación, en el país, de automóviles livianos y baratos. Debemos recordar también que los capitales vinculados al negocio de la fabricación de automóviles se trasladaron casi en bloque hacia Brasil, a partir de la vertiginosa devaluación de la moneda brasileña (Real) en el año 1999.

La búsqueda de relaciones de unidad con otras fracciones de la burguesía es vital para este bloque de capitales dada su condición subordinada, a nivel regional, respecto de los capitales más concentrados. El economista Juan Llach advirtió a este respecto que “la Argentina no podrá competir con Brasil sobre la base de bajos salarios, como parece pretender la política cambiaria, salvo que se decida mantener la pobreza y la indigencia que hoy tenemos y, aún así, no será fácil, porque las reservas de trabajo son mucho mayores en Brasil” (LN 16/7).

Pero además algunos capitales subordinados y otros fuertemente concentrados con intereses directos en la producción nacional (y en la exportación) salieron al cruce en franca oposición a las medidas proteccionistas. 

Entre los primeros encontramos al presidente de la Cámara de la Industria del Calzado (CIC) Alberto Sellaro. Como representante de este sector fuertemente perjudicado por las importaciones de productos brasileños y con una envidiable amplitud ocular, Sellaro reconoció: “No soy un enamoradizo del Mercosur, pero hay que ver la globalización. Estamos negociando con la Unión Europea, con el Area de Libre Comercio de las Américas (ALCA), y no podemos pensar sólo en el negocio del día. Tenemos que convivir con el Mercosur y atacar juntos otros mercados con nuestra producción de alta gama” (LN6/7). Sallaro expresa la necesaria coalición de capitales subordinados en contra de los centros de capital financiero, que intentan confiscar a estas burguesías regionales mediante la imposición del ALCA. Pero también aparece en esta afirmación el abierto reconocimiento de que la producción dirigida al mercado interno como objetivo fundamental no es más que una quimera de estrecha perspectiva. Cuando Sellaro dice “Si no exportamos, estamos sonados” no hace más que reconocer la imposibilidad de apuntar fundamentalmente a un mercado nacional cada vez más acotado, resultado directo de la progresiva pauperización de la población. 

Entre los segundos -los capitales fuertemente concentrados con intereses en el país- fue sintomática la vindicación del libre comercio por parte de los capitales agro–industriales exportadores, aparecida en un editorial de su tribuna predilecta (La Nación). El eje del mismo es la oposición radical a la política de intervención en materia de comercio exterior: La decisión del gobierno nacional de frenar el ingreso automático de electrodomésticos desde Brasil [...] nuestro principal socio comercial, parece una concesión apresurada a sectores de la industria local y pone de manifiesto que la auténtica integración regional sigue estando muy lejana [...]. Las consecuencias de la medida podrían llegar a ser graves si otros sectores productivos argentinos le reclaman al Estado compensaciones o medidas similares a la dispuesta en el rubro electrodoméstico o a la adoptada con anterioridad para la industria textil (LN 7/7). 

Por todo esto, la instancia superadora para los capitales subordinados requiere el establecimiento de una alianza con la clase obrera. Alianza que subordine a dicha clase y logre su apoyo. Así, en la solicitada de ADIMRA, citada más arriba, se hace alusión a la Defensa del trabajo argentino, al objetivo fundamental de conservación y restauración de los puestos de trabajo de nuestros conciudadanos. Pero no obstante el deseo de contar con el apoyo del movimiento obrero, el necesario aumento de la explotación de los trabajadores, por parte de toda la burguesía en bloque, tiende cuanto menos a alejar las posibilidades de concreción de pactos de este tipo.

Veamos ahora los índices que sustentan esta afirmación. 

El derrame de sangre y lodo

Desde la consultora privada Equis, Artemio López afirmó: “Ninguno de los países latinoamericanos caracterizados como más inequitativos reconoce una trayectoria ascendente de la brecha de ingresos entre los más ricos y los más pobres como el que se registró en la Argentina en los últimos 30 años” (C 4/7). Podemos concluir que la denominada “latinoamericanización” de la Argentina no es un fenómeno tan reciente. Con todo, la última medición del INDEC, de fines de 2003, marca que el 10% más rico se queda con el récord del 38,6% de la “torta nacional” (C 4/7). En síntesis, con una redistribución del ingreso cada vez menos equitativa, el celebrado crecimiento económico deja sin cuidado al 90% de la población restante que debe distribuirse el 60% de la riqueza. 

Pero lo más importante aquí es que ese crecimiento de la producción de bienes y servicios a nivel nacional descansa en un aumento de la explotación de los trabajadores. Por el aumento de la extensión e intensidad del trabajo, por la brutal caída del salario que significó (aunque no exclusivamente) la devaluación, y por la degradación de las condiciones laborales y de vida. Condiciones degradadas de trabajo que incluyen la progresiva desaparición del sistema jubilatorio, obra social, indemnización, vacaciones, etc. Y esto tanto por la sistemática aplicación de medidas de “flexibilización” laboral para los trabajadores que se hayan registrados –en “blanco”– como para aquellos trabajadores que por estar en “negro” no gozan de ninguna de estas condiciones. En relación con esto último los últimos guarismos oscurecen las perspectivas globales: en el país el trabajo “en negro” está batiendo récords: abarca al 48,9% de los asalariados, según datos del INDEC. Esto representa a 4,6 millones de trabajadores cuyo ingreso promedio es de 408 pesos por mes. Aun peor, entre estos trabajadores “informales” hay 2,3 millones que ganan 145 pesos por mes. Si observamos la historia más reciente en materia laboral, la perspectiva empeora ya que “[…] ‘6 de cada 10 empleos generados tras la devaluación son de carácter informal’ explica Artemio López” (C 19/7). 

Siguiendo el artículo citado podemos concluir que: El aumento del empleo en negro tuvo lugar a pesar de la reducción del costo laboral como resultado de las sucesivas rebajas en los aporte patronales -que se implementaron a partir de 1994-, de la aprobación de convenios flexibles, y de la caída del salario real. En términos generales, ante la suba de la canasta básica familiar en un orden del 56% (valuada actualmente en 723 pesos) los ingresos sólo crecieron un 8,8%.

 En estos términos la alianza que le proponen las distintas fracciones del capital a los cada vez más pauperizados trabajadores, debe caer, podríamos decir, en vía muerta. 

Coyuntura política

El conflicto social y la disputa por la política de seguridad

En el Análisis nº 49, señalábamos cómo desde el empresariado y sus representaciones políticas, se intentaba explicar el problema de la falta de inversiones construyendo un triángulo cuyos vértices eran la inseguridad, la protesta social, y el crecimiento económico. Este pensamiento era sintetizado en las palabras del presidente de la Asociación Cristiana de Dirigentes de Empresas (ACDE), Alejandro Preusche: “Debemos decirlo abiertamente, la inseguridad está afectando el desarrollo económico del país (...) La inseguridad física es tan grande que comienza a ahuyentar a muchos. Los casos de Repsol YPF, atacada por piqueteros físicamente y ahora objetivo de extorsiones; la mutilación de empleados vinculados con actividades de servicio eléctrico, los robos de cables de telefonía, la ocupación de propiedades privadas, hay quienes dicen que hay más de 1000 establecimientos tomados, el secuestro de empresarios y sus familiares, por citar algunos ejemplos de los últimos días, están en el centro del análisis y de las preocupaciones de todos nosotros. Y esto sentimos que está empeorando. Estamos mal y vamos peor” (LN 16/06).

Durante el mes de julio, a las tomas de comisarías por casos de gatillo fácil, y a los múltiples cortes de calles y rutas realizados por trabajadores ocupados y desocupados, se le sumó una protesta que incluyó represión y destrozos en la Legislatura porteña, mientras se intentaba aprobar una nueva normativa para el uso de espacios públicos en la Ciudad de Buenos Aires, que incluye fuertes restricciones a la venta ambulante, a la oferta de sexo en la vía pública y, sobretodo, restricciones a la posibilidad de realizar protestas callejeras que interrumpan el tránsito. 

Todo esto venía generando críticas hacia el gobierno de Néstor Kirchner por el manejo de la política de seguridad, principalmente por su política de no represión a las manifestaciones callejeras. Sin embargo, durante el mes de julio, estas críticas se incrementaron. Observemos un pequeño muestrario de esto, con algunas de las declaraciones aparecidas en los dos principales matutinos porteños, viendo cómo desde amplios sectores del arco empresarial y político se le disputó al kirchnerismo la política de seguridad, reduciendo ésta al manejo del conflicto social. Veremos también la respuesta del gobierno, y la consecuencia de esta batalla, nada menos que el primer desplazamiento de un ministro en el gobierno de Kirchner.

En orden cronológico, la primer intervención vino desde afuera. Fue Roger Noriega, subsecretario de Asuntos Hemisféricos del Departamento de Estado de los Estados Unidos, quien criticó el manejo del gobierno argentino en la protesta piquetera, señalando la preocupación que esto causaba en el gobierno norteamericano. 

La respuesta del gobierno nacional no se hizo esperar. Rafael Bielsa, canciller argentino, señaló: “’Si el señor Noriega está preocupado por la Argentina, este gobierno está harto de su intromisión en los asuntos internos de nuestros país’ (...) Y dijo (Bielsa) que ‘si un miembro del gobierno norteamericano opina sobre los piquetes es como si un funcionario argentino se expresara sobre la “barbarie” de los Estados Unidos en las cárceles de Irak o con los presos de Guantánamo’” (LN 30/06).

A los pocos días, y tras ser criticado en actos de organizaciones piqueteras alineadas con Kirchner, su principal aliado en el PJ, Eduardo Duhalde, analizó que “esto se está viniendo abajo” (C 02/07).

El tono de la disputa por el manejo del conflicto social se fue incrementando, y enseguida apareció un actor que nunca falta en nuestros Análisis, el poder eclesiástico: “[…] el arzobispo de La Plata, monseñor Héctor Aguer, expresó que ‘la situación social se ha crispado excesivamente y nosotros notamos que el conflicto está saliéndose de madre’”. Y con la agudeza y la precisión que caracteriza a la Iglesia en sus análisis, Aguer agregó: “[…] se han ido acumulando frustraciones y hay mucho resentimiento en la sociedad. (...) la lucha por la justicia no debe deslizarse hacia la lucha de clases” (LN 05/07).
Menos conceptual, pero en el mismo sentido, fueron las expresiones del ex presidente Raúl Alfonsín: “el país está ante la violencia del palo y a eso hay que responderle” (...) “El Gobierno tiene que actuar para establecer la defensa de la sociedad a través de la acción policial” (LN 06/07).

La respuesta del presidente Kirchner abarcó al clérigo y al político: “’Dicen que algún pastor de la Iglesia está preocupado por la pobreza, fiador de algún interesante financista de esta Argentina que estuvo preso y que seguramente los pobres lo vieron por televisión.’ Sucede que el año pasado Aguer se había hecho cargo de una fianza establecida por la Justicia para excarcelar a Francisco Trusso, condenado por irregularidades tras la quiebra del Banco de Crédito Provincial (...) ‘Algunos pastores de mi propia iglesia, a la cual pertenezco, que miren la historia y cuál fue su compromiso durante todo ese tiempo’ (...) El presidente también cuestionó a sectores políticos. ‘Ciertos sectores de la dirigencia, con extremada hipocresía, creen que nosotros perdimos la memoria del país que nos han dejado, empobrecido, con exclusión social, y lo tratan de endosar en nuestra espalda’, sostuvo (...) ‘Hay algunos que hace mucho tiempo están en la vida pública y hoy parecen paracaidistas húngaros, como si hubiesen llegado ayer.’ ‘Yo me pregunto si no puede haber un mea culpa en muchos, porque uno los escucha hablar y fueron parte de ese proyecto económico que destruyó la Argentina.’ El jefe de Gabinete, Alberto Fernández, se sumó a las consideraciones vertidas por Kirchner: la de Aguer ‘[…] es una opinión importante, pero una opinión que encierra la misma honestidad intelectual de quién hace las críticas.’ (...) ‘Creo que esa crítica no expresa lo que ha sido la conducta permanente de la Iglesia, que en otros tiempos, frente a hechos tremendos que ocurrieron en la Argentina, prefirió responder con el silencio.’, concluyó.” (LN 07/07).

Por su parte, el tema puso a la luz también las diferencias internas en la Iglesia. El arzobispo de Corrientes, monseñor Castagna, advirtió en su homilía que “Jesús no autoriza la represión como método para disuadir a los violentos” (LN 05/07). A su vez, el titular de la Prelatura de Humahuaca, monseñor Olmedo, señaló: “No creo que el conflicto social se esté saliendo de madre. Sí que se está politizando. Pero quién no se politiza...” (LN 07/07).

En cambio el presidente del Episcopado, monseñor Raúl Mirás, opinó: “Si se deja que cada uno haga lo que quiera vamos a estar como en Colombia”. (C 08/07).

Luego de este cruce de posiciones, quien intervino fue el embajador argentino en España, Abel Parentini Posse: “En los países civilizados no se puede imaginar la disolución de la república como padecemos. Imposible imaginar a gente encapuchada con palos durante varios días para la noción de orden de Estado que hay en los países normales (...). Somos un país muy enfermo, que perdió el sentido de respeto a la autoridad, al Estado, a las jerarquías. La situación argentina está en el borde de la anarquía.” (LN 10/07).

En el mismo sentido, el ex presidente Carlos Menem opinó que “el país está al borde de la anarquía” y reclamó “que se ponga orden por la razón o por la fuerza dentro de la ley a las protestas que realizan los piqueteros” (LN 11/07).

A Menem le siguió nada menos que el banco de inversión JP Morgan, tan recordado por sus calificaciones sobre el ”riesgo país”. En su último informe, la financiera señaló: “El contraste entre la fortaleza económica en curso y el deteriorado ambiente político es muy sensible” (LN 12/07).

A los pocos días, nuevamente un sector de la Iglesia, esta vez el más vinculado a la corporación militar, embistió contra el manejo kirchnerista del conflicto social, a través del obispo castrense monseñor Antonio Basiotto: “la inseguridad es un síntoma de que algo anda mal y la violencia está agazapada. El más inesperado detonante puede producir el escape hacia reacciones violentas, tal vez sin control” (LN 17/07).

Por su parte, Luciano Miguens, presidente de la Sociedad Rural Argentina opinó que “la inseguridad social frena las inversiones” (C 23/07). Y unos días más tarde, en el discurso inaugural de la tradicional Exposición Rural de Palermo, el dirigente empresarial se explayó: “Debe quedar claro que el enemigo es la delincuencia. No la policía. El enemigo no es el pasado sino la incapacidad de construir el futuro (...) Desterremos para siempre la violencia como método, el pasamontañas y la ocultación de identidad como medio intimidante y la toma de rehenes como recurso, ante la pasividad y la complacencia de quienes deben ser nuestros garantes” (...) “En opinión de Miguens, es necesario encontrar ‘el rumbo para recomponer el tejido social’ y restablecer la confianza del ciudadano en sus instituciones.” (LN 01/08).

Como dijimos, esto sólo fue una pequeña muestra de todas las opiniones que los diferentes sectores empresariales y políticos realizaron en la prensa escrita. Sin embargo, la disputa por la política de seguridad y el manejo del conflicto social no quedó en el plano del discurso. Por el contrario, terminó con la alianza entre el kirchnerismo y el sector de la iglesia que impulsó a Gustavo Béliz como Ministro de Seguridad. Béliz es un hombre muy vinculado al Opus Dei, y su desplazamiento expresó que la contradicción entre esos sectores eclesiásticos con la política kirchnerista había llegado a su límite. Junto con Béliz se fueron también el secretario de Seguridad Interior, Norberto Quantin, y el jefe de la policía federal, el comisario Prados. Quizás la muestra más manifiesta de las diferencias se vieron en este último caso. Kirchner pidió la renuncia de Prados cuando éste se negó a que los cordones policiales en las manifestaciones populares no cuenten con armas de fuego.

El frente latinoamericano

Si bien lo que terminamos de describir corresponde al plano local, es importante recordar que la zaga de opiniones comenzaba con la de un alto funcionario del gobierno norteamericano introduciéndose, como lo señalara Bielsa, en los asuntos internos de la Argentina. Es importante recordar ello, porque nos permitirá entender, en parte, la política del gobierno nacional con respecto a la conformación de un frente continental contrario a las políticas de EE.UU., conducido en forma cada vez más claramente por el eje La Habana – Caracas, es decir, por los presidentes Fidel Castro y Hugo Chávez.

Como venimos analizando, Kirchner miró siempre con buenos ojos ese frente, desde el comienzo de su mandato, con múltiples muestras de ello. A su vez, como el conjunto del empresariado nacional tiene fuertes deudas en dólares y debe apoyar incondicionalmente el proceso de renegociación de la deuda externa encarado por el gobierno, nadie se atreve a criticar aún abiertamente este frente político, que le permite al gobierno reunir fuerza para su disputa con los organismos internacionales de crédito. De la misma manera, como gran parte del empresariado local se vería perjudicado, si la política norteamericana de desarrollar el ALCA se llevara a cabo, por las desigualdad en las posibilidades comerciales, este es otro motivo por el cual los acuerdos con el líder venezolano no son abiertamente criticados.

Pues bien, esta unidad “bolivariana”, como gusta en llamarla Chávez, se vio reforzada durante el mes de julio, por medio de acuerdos comerciales pero que tienen un claro sentido político. 

En primer lugar, en un encuentro de mandatarios latinoamericanos realizado en Misiones, Kirchner y Chávez firmaron dos convenios de cooperación: la creación de la empresa sudamericana de petróleo y de una televisora sudamericana. (LN 08/07 y C 09/07).

La empresa petrolera se llamaría Petrosur, y estaría compuesta por Pdevesa y por Enarsa, la firma petrolera estatal argentina de reciente creación.

En cuanto a la televisora sudamericana, se trata del manejo de los medios de comunicación masiva, algo fundamental para ambos gobiernos, aunque quien más sufre la crudeza de los mismos es Chávez, ya que toda la oposición se nuclea tras el poder de Cisneros, dueño entre otras muchas cosas, del grupo multimedia que controla la información en Venezuela. Sin embargo, Kirchner sabe que el sector es estratégico, ya que viene recibiendo fuertes ataques desde los principales medios de nuestro país. Además, no debe olvidarse que el principal grupo multimedia argentino, el grupo Clarín, es socio con el grupo de Cisneros en todo Latinoamérica a través del control de Direct TV. 

Luego de firmar estos convenios, ambos mandatarios se presentaron en un acto en Ensenada, provincia de Buenos Aires, ante los trabajadores del Astillero Río Santiago. Allí, anunciaron la voluntad política de Venezuela de comprar buques petroleros producidos en dicho astillero, el cual se encuentra paralizado desde hace años. Al respecto Chávez señaló: Pdevesa tiene 5000 millones de dólares para invertir en tanqueros. En vez de que digan “made in Houston”, quiero que digan hecho en la Argentina”, despertando la algarabía general de los 1500 trabajadores navales. “¡Aquí se pueden hacer! ¡Ustedes los pueden hacer!, agregó. (LN 09/07).

Unos días después, Kirchner y Chávez se volvieron a cruzar, esta vez en Venezuela. Allí, el presidente argentino dejó en claro el proceso de unidad, respaldando a Chávez en un momento clave de la “revolución bolivariana” por él encabezada (ver Latinoamérica). Estas muestras de “hermandad latinoamericana y bolivariana” llevaron incluso a Kirchner a trazar un breve y lapidario pronóstico para la conformación del Acuerdo de Libre Comercio para las Américas (ALCA), proyecto que impulsan los Estados Unidos. “¿El ALCA? ¿Qué es eso?”, contestó Kirchner con una sonrisa. (LN 24/07).

La unidad de la CGT y la política gremial piquetera

La referencia al acto realizado en Ensenada cobra mayor relevancia cuando se toma en cuenta la importancia que tienen el papel que jueguen, en los próximos tiempos, los trabajadores, tanto los ocupados como los desocupados.

En este sentido, un factor clave durante el mes de julio fue la unidad alcanzada en la cúpula de la CGT, tras años de fractura. El proceso de acuerdo fue muy escabroso, y estuvo siempre al borde del estallido. Quien lo condujo fue nada menos que Luis Barrionuevo. Finalmente, el acuerdo tuvo forma de triunvirato. Conducirán la CGT durante el próximo año Hugo Moyano (titular de la central “rebelde”, Susana Rueda (dirigente de Sanidad enrolada en los “gordos”, es decir, los gremios más grandes) y José Luis Lingieri, de la Federación de Trabajadores de Obras Sanitarias (también proveniente de la central oficial y ex menemista).

Esta unidad de la burocracia sindical no podemos desvincularla, por un lado, del acomodamiento del empresariado local en cuanto a su inserción en el mercado mundial, tal como venimos analizando en nuestro últimos informes. Dicha inserción no podría realizarse sin un acuerdo con el movimiento obrero, ya que requiere bajar aún más los costos laborales. Por otro lado, en el plano local, la unidad de la CGT se explica también por la disputa al interior del movimiento obrero, en cuanto a la conducción de los trabajadores desocupados. En este sentido, la CGT reciclada sale a disputarle terreno a las organizaciones piqueteras.

Por su parte, dichas organizaciones, luego de ser parte estable de la conducción de los movimientos de trabajadores desocupados, comenzaron desde hace algún tiempo a incursionar en los gremios, es decir, a disputarle al gremialismo tradicional la conducción de los trabajadores ocupados. Tanto el Polo Obrero, como el MIJD y la CCC (las tres organizaciones más numerosas de trabajadores desocupados), durante este año y el próximo participarán en elecciones gremiales y disputarán la conducción del movimiento obrero tanto en las urnas como en las calles. Por otro lado, las organizaciones piqueteras afines al kirchnerismo, realizan su política gremial dentro de la CTA, central obrera con presencia nacional pero aún con mucho menos peso que la tradicional y ahora re-unida CGT.
Conflicto social

En relación con el crecimiento de la protesta social en el país, las cifras publicadas, según diversos informes oficiales y privados, confirman: “En el primer semestre del año se registraron 530 cortes de rutas en la provincia de Buenos Aires. En el mismo período de 2003 hubo menos de la mitad: 214 cortes de rutas.” (LN 19/7).

La misma tendencia se registró en las medidas de fuerza ejecutadas por las organizaciones sindicales: “[…] las protestas sindicales aumentan abrumadoramente y alcanzaron el mes último [se refiere a junio] el mayor número durante el año de gobierno de Néstor Kirchner, con 30 conflictos.” (LN 5/7). La misma fuente detalla que el promedio mensual de dichas acciones se triplicaron (aproximadamente) durante el último cuatrimestre respecto de las producidas en los ocho meses anteriores (anotando un promedio de 10). A partir de estos totales, fueron los gremios que nuclean a trabajadores estatales quienes protagonizaron el 56% de los reclamos; los sindicatos de servicios encabezaron el 39%; y los vinculados a la industria sólo el 5%.

En este contexto, la dirección de la unificada CGT entregó al Presidente Kirchner una larga lista de pedidos: un aumento salarial de emergencia para los trabajadores privados; la suba de pensiones y jubilaciones; el mejoramiento del sistema de asignaciones familiares; la convocatoria de paritarias en el sector público; y la convocatoria del Consejo del Salario Mínimo, Vital y Móvil. Finalmente los reclamos incluyeron la “[…] revisión y derogación de toda la normativa flexibilizadora vigente desde 1976 a 2001.” (C 21/7).

Con todo, los principales acontecimientos registrados en el mes de julio fueron: 9 jornadas de bloqueo y/o ocupación de edificios privados (empresas) –entre las que destacamos los 5 días de toma de la planta petrolera Terminales Marítimas Patagónicas, ubicada en Caleta Olivia, por los trabajadores de la misma, actualmente desocupados–; 8 jornadas de marchas y actos; 7 concentraciones frente a edificios públicos y comisarías; 4 huelgas parciales –entre las que resaltamos el paro que se prolongó por más de tres semanas ejecutado por los trabajadores estatales de la provincia de Chaco–; 3 jornadas de ocupación de edificios públicos –en donde destacamos la participación del MIJD en el conflicto desarrollado por los trabajadores del Hospital Posadas, haciéndose presentes en la ocupación del edificio y colaborando con dinero y alimentos para el fondo de huelga–; 3 jornadas de cortes de ruta, calles, autopistas y puentes.

Las organizaciones y agrupamientos que protagonizaron las acciones fueron: el MIJD (6); Bloque Piquetero (4); CCC, MTD Aníbal Verón, familiares y compañeros de los trabajadores muertos en la mina de Río Turbio (3); MST–Teresa Vive, familiares de víctimas de crímenes, Movimiento Teresa Rodríguez, asociaciones de ahorristas (2); finalmente, se movilizaron la Federación Tierra y Vivienda; Central de Trabajadores Argentinos (CTA); Asociación de Trabajadores del Estado (ATE); CUBA; Frente de Trabajadores Combativos; Unión de Trabajadores Piqueteros; Frente de Desocupados Unidos; Movimiento de Unidad Popular 20 de Diciembre; Movimiento Popular 29 de Mayo; trabajadores del Hospital Posadas; Trabajadores de Líneas Aéreas Federales; los trabajadores del Banco Central; vecinos de Bariloche; Unión de Gremios Estatales –Tucumán–; Frente Barrial 19 de diciembre; trabajadores portuarios; estudiantes universitarios.

Entre las principales demandas y consignas observamos: rechazo a la represión, la judicialización de la protesta, los crímenes políticos y las leyes represivas (9); mejora salarial (6); asistencia social (4); trabajo genuino (3); castigo a los responsables políticos y operativos por la tragedia en Río Turbio (3); aumento en el monto y/o cantidad de los planes sociales (2); dolarización de los depósitos (2); legalización de tierras ocupadas (1); estatizaciones (1); no pago de la deuda externa (1).
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� En el Análisis de diciembre de 2003 se aborda la contradicción entre forma nacional y esencia mundial con el ejemplo de dos megafusiones. Para observarlo al interior mismo de cada empresa, el Análisis de octubre de 2003 desarrolla el conflicto entre propietarios y gestores-propietarios del capital.


� La cuestión de la deslocalización de los servicios se encuentra desarrollada especialmente en el Análisis de enero de 2004.


� En el Análisis de agosto de 2003, podemos ver cómo se iniciaron las atribuladas negociaciones sobre subsidios.


� En los Análisis de julio 2003 y enero 2004 se pueden hallar datos que indicaban la posibilidad de advenimiento de esta ofensiva.
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